
Introducción



12 l Ana Julia Jatar

Se imaginan lo que hubiera sucedido en los Estados Unidos de media-
dos del siglo pasado, durante los oscuros días del Macarthismo, si el se-
nador Joseph McCarthy y sus aliados hubiesen dispuesto de una base de
datos que incluyese la identidad, dirección, teléfono, actividades y hábi-
tos de consumo de sus enemigos políticos? ¿O si dictadores como
Franco, Hitler, Mussolini, Stalin, Trujillo o Pinochet hubiesen contado
con información similar? ¿Hubiera quedado alguien para contar la his-
toria? ¿Hubiera sido posible esconderse? ¿Hubiera sobrevivido la resis-
tencia?

Pues en la Venezuela de comienzos del siglo XXI existe una base de da-
tos con información de ese tipo. Fue creada con los nombres y cédulas
de identidad de los millones de ciudadanos que firmaron la solicitud del
referéndum revocatorio presidencial que se realizó en agosto de 2004.

Cuando la sociedad civil y los partidos políticos comenzaron a reco-
lectar firmas para los distintos instrumentos constitucionales, tales co-
mo el referéndum consultivo y el revocatorio presidencial, se inició des-
de el Gobierno de Venezuela un conjunto de acciones discriminatorias
en contra de aquellas personas identificadas por haber respaldado di-
chas peticiones. 

El origen de este tipo de acciones, las cuales se hicieron comunes en
la administración pública hasta convertirse en política de Estado, debe
buscarse en las propias expresiones del presidente Hugo Chávez, quien
marcó el inicio de esta política en octubre de 2003, cuando dijo: “Los
que firmen contra Chávez estarán firmando contra la patria, contra el
futuro (…) Quienes firmen a favor de la realización del referéndum re-
vocatorio quedarán registrados para la historia porque tendrán que po-
ner su nombre, su apellido, su firma, su número de cédula y su huella
dactilar”.

Es una base de datos que sólo pudo ser elaborada con autorización del
Consejo Nacional Electoral. Luego de la petición que realizara por escri-
to el propio presidente Hugo Chávez Frías, la directiva de ese organis-
mo permitió que las planillas con la información privada de los firman-
tes fuera fotocopiada por un diputado del partido de gobierno y luego
publicada en su página web.
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Esa información después
se fue enriqueciendo con da-
ta de otros organismos pú-
blicos para generar otras ba-
ses de datos, como la ya fa-
mosa “Lista Maisanta”1 , que
incluye a gran parte de los 15
millones de venezolanos ins-
critos en el Registro Electoral
Permanente. Ella identifica
las preferencias electorales,
participación en programas
sociales del gobierno y datos
personales como nombre, di-

rección y teléfono de los ciudadanos. Esta lista fue denunciada en el in-
forme de la Misión de Observación Electoral de la Unión Europea sobre
las elecciones parlamentarias de 2005, como una de las causas de la al-
ta abstención en esa oportunidad.

Y es que estas listas han sido utilizadas para amedrentar y discrimi-
nar políticamente a la disidencia en Venezuela. Se usan a diario para
otorgar o no contratos públicos, despedir empleados, retrasar la entre-
ga de documentos o negar el beneficio de programas sociales del gobier-
no. Igualmente, han servido para asegurar el voto de los empleados pú-
blicos en procesos electorales. Recordemos que el sistema electoral del
país está totalmente automatizado y, debido a ello, el Consejo Nacional
Electoral puede saber en tiempo real quiénes han votado y quiénes no. 

En Venezuela, hoy basta tener un computador con cualquiera de estas
bases de datos en un hospital, una escuela, un ministerio, una empresa
pública, un registro legal o en un tribunal, para que las miradas, la acti-
tud, el gesto, la decisión, la oportunidad, la sanción, el servicio, la con-
dena e incluso la vida misma sea destinada a la exclusión y la injusticia.

1. Nombre escogido por el propio Chávez en honor a uno de sus antepasados para designar a
su comité de campaña durante el referéndum revocatorio presidencial. La lista puede ser

descargada de la pagina web www.megaresistencia.com

“Archivar y enterrar la famosa lista de (Luis) Tascón”

“…digo esto porque por ahí me han llegado algunas cartas y de los tantos papeles que a mí me llegan,
que me hacen pensar que todavía en algunos espacios tienen la lista de Tascón en la mesa para deter-
minar si alguien va a trabajar o no va a trabajar. Entiérrese la lista de Luis Tascón”

“…la famosa Lista de Luis Tascón, nosotros debemos archivarla ya, eso ya pasó”

“…seguramente cumplió un papel importante en un momento determinado, pero ya eso pasó”

Hugo Chávez
“Chávez exigió enterrar la famosa lista al diputado Luis Tascón”, 

El Universal, abril 16, 2005
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Existen cientos de denuncias documentadas de víctimas de tácticas
discriminatorias por haber firmado entre finales de 2003 y 2004 por
parte de 42 organismos públicos que incluyen a dependencias clave del
Estado venezolano. Entre ellos, 13 ministerios, la Vicepresidencia de la
República, el Banco Central de Venezuela, el Consejo Nacional Electoral,
Petróleos de Venezuela, el Metro de Caracas, institutos autónomos, al-
caldías y gobernaciones. Esta cantidad de casos vinculados con el
Gobierno sólo nos comprueba lo masiva y sistemática que ha sido esta
práctica, que junto con las amenazas y el lenguaje empleado por una
gran cantidad de altos funcionarios nos llevan a concluir que la discri-
minación, más allá de un hecho puntual y aislado, se ha convertido en
una política de Estado en Venezuela.

Ya los ciudadanos están tan acostumbrados a esta violación de sus de-
rechos más fundamentales, que a nadie le pareció una aberración el que
la Lista Maisanta fuese utilizada en marzo de 2006 para identificar la
tendencia política de los miembros del Comité de Postulaciones para in-
tegrar el nuevo Consejo Nacional Electoral.

Pero lo más insólito es que se sepa que esas bases de datos continú-
an enriqueciéndose. Por ejemplo, es política del Seniat, institución en-
cargada de cobrar los impuestos en el país, exigirle a todos los comer-
cios que le pidan cédula de identidad, dirección y teléfono a cualquier
venezolano que realice una compra, sea ésta una medicina, una olla o
un par de zapatos. 

El 11 de marzo de 2006, el director del Seniat, José Vielma Mora, afir-
mó en una entrevista publicada en el diario El Nacional que el organis-
mo a su cargo cruzará información de las nóminas que tienen las em-
presas y fundaciones. “Nosotros podemos decirle a un contribuyente lo
que gastó en tarjetas de crédito, cuántos hijos tiene, quién es su padre
y si su madre falleció”.

Hoy el Gobierno venezolano puede saber quién es cada una de las 15
millones de personas inscritas en el Registro Electoral Permanente. Y no
nos referimos sólo a sus cédulas de identidad. En la actualidad, con el
uso de los avances tecnológicos, se puede identificar si cualquier indivi-

“No es un secreto ni una acu-
sación ligera el que se ha per-
seguido y botado de sus pues-
tos de trabajos a muchos ciu-
dadanos que firmaron a co-
mienzos de año. Son reitera-
dos los casos de consulta so-
bre qué hacer. El “si firmas,
estás botado” está a la orden
del día en numerosas depen-
dencias públicas a lo largo y
ancho del país. La multiplica-
ción de trabajos temporales
con la exigencia explícita de
“no firmar” con amenaza de
despido o represalias contra
algún familiar o persona alle-
gada que labora en oficinas
públicas, llegan a los oídos de
todos como un sordo lamento.
Esta práctica se extiende a lla-
madas, conversaciones, insi-
nuaciones, de las que, por su-
puesto, no quedan “pruebas”,
en las que se conmina a due-
ños o gerentes de empresas
privadas, a contratistas, etc.
de que se atenga a las conse-
cuencias”

“No existe peor corrupción
que la que pretende prostituir
las conciencias”

Monseñor Baltazar
Enrique Porras Cardozo

Ex presidente 
de la Conferencia 

Episcopal venezolana
Extractos de la oración fúnebre en la

solemne misa exequial por S.E.
Mons.Miguel Antonio Salas, arzobispo

emérito de Mérida, pronunciada por
Mons. Baltazar Enrique Porras Cardozo,

arzobispo metropolitano de Mérida,
Mérida, Noviembre 3, 2003
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duo es de la oposición, si votó, si firmó a favor de un referéndum pre-
sidencial contra el Presidente, si pertenece a uno de los programas so-
ciales llamados Misiones y hasta dónde compra y cómo gasta su dinero.

El presidente Hugo Chávez pidió en abril de 2005 que se “enterrara”
la lista publicada por el diputado oficialista Luis Tascón, debido a que
ésta ya había cumplido su cometido. Sin embargo, hay quienes se pre-
guntan si sólo fue demagogia, pues es bien sabido -y los venezolanos
lo sufren en carne propia- que esas listas electrónicas no se pueden
“enterrar”.

Cuando el presidente Chávez ordenó que no se usara más la lista, el
mal estaba hecho, el crimen ya se había perpetrado. 

La identidad de quienes han disentido del régimen del presidente
Chávez ha quedado al servicio de funcionarios de los distintos entes
gubernamentales para discriminar, amedrentar, influir en las decisio-
nes electorales, despedir, humillar o apartar ilegalmente de toda la ad-
ministración pública a quienes manifiesten no estar comprometidos
con la revolución bolivariana. 

Venezuela es hoy por hoy un ejemplo de cómo el camino al infierno
puede estar plagado de buenas intenciones. La Constitución del año
1999 introdujo la figura del referéndum para darle poder a los ciuda-
danos en las decisiones públicas. Lejos de lograrlo, el mecanismo del
referéndum mezclado con lo más moderno de la informática se ha con-
vertido en un monstruo a la mejor usanza de la novela 1984, de George
Orwell. Lejos de estar estimulados para hacer valer sus derechos con-
sagrados en la nueva constitución, millones de ciudadanos venezola-
nos se encuentran atemorizados, paralizados, anulados y heridos en lo
más profundo de su dignidad.

Este libro es una contribución a que el mundo conozca esta realidad.

“Si en cuatro días dicen haber recogido más de 3 millones de firmas, en dos días 
o tres días, lo que el CNE diga, no van a poder ir en todo el país, porque el CNE 
sabiamente le has dado la flexibilidad de que sea en 2700 puntos, los mismitos 
donde firmaron, vayan pues!, ¿cuál es el problema de que no pueden ir en dos 
días por lo menos 600 mil personas” a ratificar sus firmas?

Hugo Chávez
Presidente de la República

“Chávez reta a la oposición a ir a reparos,” El Universal, marzo 7, 2004



16 l Ana Julia Jatar

"En mi caso tengo dos hijos, soy padre y madre. Fui prevenida de que no fuera a firmar porque si no
me botaría mi jefe inmediato, arq. Aurora Morales, jefe de la Unidad de Inspección de obras.  Esa uni-
dad está adscrita a la Gerencia de Infraestructura, de la cual es jefe el Capitán GN activo Ingeniero José
Gregorio Quijada. El despido fue el 11 de marzo.  Me dieron la carta apenas me reincorporé de unas va-
caciones. Lo más importante es lo que tú decides. Aquí no hay oportunidad".

Arelys Loaiza. Su denuncia consta en el documento de la Federación Unitaria Nacional de
Empleados Públicos (FEDE-UNEP) entregado a la directiva del Consejo Nacional Electoral
(CNE) el 23 de abril de 2004. Fuente: Francisco Aldana (FEDE-UNEP), C.I. No. 3885707, y

Ramón Salas (Justicia Obrera) C.I. 10.417.468. http://espanol.geocities.com/acfamiliametro/
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El Universal: 14 de marzo de 2004


